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El 4 de septiembre de 1810, la ciudad de Tarifa,
con sus diputados y síndico personero del
Común, dirigió una nueva súplica al Consejo

de Regencia. Encabezada por su gobernador Manuel
Dabán, la suscribieron con él los regidores Sebastián
de Prado, Santiago Derqui, Gerónimo Ramos de la
Plata, Francisco Guerrero y Antonio Moreno, el sín-
dico personero Fernando Villanueva, los diputados del
Común Manuel de Aranquiz y Francisco Patiño y
Acosta, y el escribano del cabildo Alonso Balongo y
Quintero. En su nueva exposición, la ciudad ponía de
manifiesto que después de haber estado muchos años
pagando, con el producto eventual que anualmente
producían ciertos pedazos de montes comunes que se
tenían señalados a ese fin bajo el nombre de “Tron-
cos” y con el consentimiento de los criadores de ga-
nados, sus respectivas dotaciones a dos médicos, un
cirujano, dos maestros de primeras letras y una ma-
trona o partera que había en la ciudad, el Gobierno
varió ese sistema para atender las apuradas circuns-
tancias de aquel tiempo, mandando que los montes se
redujesen a majadas para el aprovechamiento de su
fruto y que sus productos entrasen en el caudal de Pro-
pios. Se señalaron entonces otros arbitrios que susti-
tuyeron a los “Troncos” y se continuó pagando a los
dependientes sus sueldos de los fondos públicos de la
ciudad, pero habiéndose agotado éstos por las muchas
y graves atenciones de aquel tiempo quedaron sin
efecto y, como consecuencia, no se habían pagado en
dos años las asignaciones por lo que, carentes de me-
dios para subsistir, facultativos y maestros “van de-
jando consecutivamente sus respectivos encargos,
ausentándose del pueblo unos y quedando en él los
otros de modo que si no estuvieran” al no podérseles

obligar a desempeñar su labor, ni querer ellos hacerla,
pues la ciudad estaba faltando a lo estipulado con cada
uno por falta de arbitrios para cumplirlo.

Así, para no dejar desamparados de tan indis-
pensables auxilios a un pueblo que por aquel entonces
contaba con “diez mil almas”, los munícipes tarifeños
solicitaban que se les permitiera, como remedio para
dotarse de fondos con los que hacer subsistir a sus asa-
lariados, destinar la mejor majada que hubiera cada
año y, sobre su aforo pericial, sacarla a subasta pública
para cubrir la cantidad de mil cincuenta ducados de
vellón, que era lo que importaban los sueldos, a unos
a modo de moderada dotación y como ayuda de costa
a los otros, a saber: 300 ducados al primer médico ti-
tular; 200 al segundo; otros 200 al cirujano; 150 al pri-
mer maestro de primeras letras y 100 al segundo y
también a la matrona.

Recibida la solicitud en el Consejo, el 18 de
septiembre se pidió al gobernador-subdelegado de
Rentas de Cádiz e intendente de la provincia marí-
tima, el mariscal de campo conde de Villanueva de la
Barca, que informase sobre el asunto. Éste respondió
al secretario del Consejo y Cámara, Esteban Varea,
días más tarde, el 25 del mismo mes, exponiéndole
que no era nueva la solicitud de la ciudad de Tarifa y
que “concebida en iguales términos y extensión al de
los peritos y alguacil mayor” ya había sido tratada
otra igual en el extinguido Consejo de Castilla en el
año 1806. Tras aquella otra solicitud de la ciudad, por
orden de 5 de enero se le mandó al entonces subdele-
gado de la provincia marítima dispusiese que por la
Justicia y Junta de Propios de Tarifa se formase un ex-
pediente separado donde el Ayuntamiento justificara
el aumento de sueldos o asignaciones hecho a sus de-

Imagen 1.- Detalle de la instancia de la ciudad de Tarifa en el que aparecen los sueldos solicitados.

Sobre el pago de salarios de los médicos, cirujano, 
maestros de primeras letras y matrona

Juan A. Patrón Sandoval
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pendientes. Así se hizo, de forma que al evacuar su
nuevo informe el conde de Villanueva de la Barca
acompañó su respuesta con una certificación de Josef
María de Fuero y Hevia, contador de Propios y Arbi-
trios en comisión de la Provincia, fechada el mismo
día 25 de septiembre y en la que copiaba el escrito que
Bartolomé de la Dehesa, otrora contador general de
Propios y Arbitrios del Reino, realizara el 2 de junio
de 1807 en contestación a la misma solicitud que la
ciudad de Tarifa había hecho tres años antes. Con ella
se remitió en su día el expediente formado por la Jus-
ticia y Junta de Propios de Tarifa en respuesta a un de-
creto del Consejo de Castilla de fecha 3 de enero de
aquel año por el que se le pidió acreditar la necesidad
y utilidad de las dotaciones de los dos médicos, ciru-
jano, dos maestros de primeras letras y la matrona,
quienes hasta esa resolución del día 3 gozaban de cier-
tos salarios impuestos sobre el reparto de los montes
comunales. En dicho expediente se solicitaba enton-
ces por la ciudad que se señalase a cada uno de los
médicos trescientos ducados, deducidos los mil y cien
reales que estaban señalados al segundo por providen-
cia del Consejo comunicada el 28 de mayo de 1777,
doscientos ducados al cirujano, cien a cada uno de los
maestros e igual dotación a la matrona, con deducción
asimismo de los trescientos treinta reales que les asig-
naba el reglamento, de modo que quedasen dotados
en esas cantidades.

En el informe del contador general, éste dicta-
minó que, teniendo presentes las circunstancias que
concurrían en la petición, el considerable aumento que
debía tomar el caudal público tras el reparto que se
había mandado de los montes comunales y aún sin ese
incremento, la ciudad de Tarifa sí podía atender del
fondo común a los salarios de sus dependientes. En
virtud de ello informó que hallaba muy arreglado a
justicia y “conforme al bien de la causa pública” que
se aprobase el acuerdo celebrado por la Junta de Pro-
pios, pero con las siguientes modificaciones: 

“[...] que los médicos y cirujano ten-
gan la imprescindible obligación de asistir y
curar a los enfermos pobres de solemnidad,
en que son comprendidos los jornaleros y
braceros que viven de su jornal diario, sin
llevarles estipendio alguno y con el mismo
celo y caridad que a los pudientes, pena de
ser separados de sus empleos; que la ma-
trona asista en idénticos términos a las po-
bres en el uso de su facultad; que los
maestros de primeras letras hayan de ense-
ñar de balde a todos los hijos de vecinos po-
bres que le designe la Justicia, bajo de igual
pena, en razón de las dotaciones que se les
conceden y en fuerza de los edificios que les
destinan para las escuelas, en que se les li-
berta de los alquileres necesarios a dicho
fin.[...]”

Cuanto de más expusieron los concejales en el

expediente le pareció que carecía de fundamento y
que no tenía otro objeto que evitar el reparto de los
montes comunales para continuar haciéndolo arbitra-
riamente, como se había venido practicando hasta en-
tonces en perjuicio de todos los criadores de ganado
interesados. 

Conformándose con el dictamen que diera el
contador general, el conde de Villanueva de la Barca
concluyó el suyo accediendo al aumento de los suel-
dos, pues le parecía justo y equitativo y más en aque-
llas críticas circunstancias en las “que los víveres y
demás efectos de primera necesidad habían triplicado
su valor”. Pero de ningún modo sancionó que se per-
mitiera la concesión de ninguna majada, por ser con-
trarias a ello las repetidas órdenes que lo prohibían
“por punto general y perjudicial en sumo grado al
bien público”.

Tras ese informe del subdelegado, el 5 de oc-
tubre el Gobierno determinó que pasara el nuevo ex-
pediente a informe del fiscal, quien lo evacuó un mes
más tarde, el 2 de noviembre siguiente. El fiscal de-
terminó igualmente que, si bien no era atendible la so-
licitud de la ciudad de Tarifa en cuanto al
señalamiento de una majada para destinar su importe
a pagar los salarios, no era desestimable en cuanto a
las asignaciones que debían pagarse a los dependien-
tes. En virtud de ello, sugirió al Consejo que ordenara
al subdelegado que informase nuevamente, con testi-
monio de certificación, del valor del producto de los
Propios de Tarifa, sus cargas por reglamento, el estado
de los fondos y los salarios que antes disfrutaban los
dos médicos, el cirujano, los maestros de primeras le-
tras y la matrona, así como el número de vecinos de
la ciudad. 

Enterado el Consejo de Regencia del nuevo ex-
pediente promovido desde Tarifa sobre la concesión
de una majada para satisfacer con su producto ciertos
salarios, tras el primer informe del subdelegado del
25 de septiembre y tras el dictamen del fiscal del día
2 de noviembre, con fecha del 6 siguiente se dio tras-
lado del acuerdo adoptado el día anterior por el cual
se instaba al conde de Villanueva de la Barca a que
hiciera formar y remitiera el nuevo informe propuesto
por el fiscal. Éste, a su vista, informaría después lo
más acertado; sin embargo, la documentación no nos
desvela cuál fue el dictamen final, si bien todo apunta
a que no se accedió a ello pues estaba mandado repe-
tidamente que los valores de Propios y arbitrios en-
trasen, “íntegros y sin la menor disminución o
desfalco”, en poder del mayordomo o depositario y se
pagasen por éste todas las cantidades que se le libra-
sen conforme al reglamento y órdenes posteriores.

Conmemoración del Bicentenario del Sitio de 
Tarifa por los franceses.

Fuente: Archivo Histórico Nacional. Sección Consejos.
Leg. 12002, expdte. 80.


